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Concepto 5710
Según lo dispuesto en los artículos 242.2 y 278.5 de la Constitución Política, rindo concepto sobre la demanda que, en ejercicio de la acción pública establecida en los artículos 40, numeral 6°, y 242, numeral 1° de la Carta, instauró el ciudadano NIXON TORRES CARCAMO, contra el artículo 44, numeral 1º (parcial) de la Ley 734 de 2002, “por la cual se expide el Código Disciplinario Único”, cuyo texto se transcribe a continuación, subrayando lo demandado:
“LEY 734 DE 2002

(febrero 5)

Diario Oficial No. 44.708 de 13 de febrero de 2002

Por la cual se expide el Código Disciplinario Unico.

EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA: 

[…]

Artículo 44. Clases de sanciones. El servidor público está sometido a las siguientes sanciones:

1. Destitución e inhabilidad general, para las faltas gravísimas dolosas o realizadas con culpa gravísima […]”.                                                                 
1. Cuestión previa: estructura del concepto y esquema de resolución de los problemas jurídicos
Dado que la  presente demanda tiene dos cargos distintos dirigidos contra la expresión acusada del artículo 44 de la Ley 734 de 2002, esta Vista Fiscal estima conveniente pronunciarse de manera separada sobre cada uno de ellos siguiendo, para cada acusación, la estructura que se describe enseguida: (i) planteamientos del demandante; (ii) problema jurídico; y (iii) consideraciones del Ministerio Público sobre el cargo respectivo. 
2. Sobre el cargo relativo a la presunta violación de los artículos 277 y 278 de la Constitución 
2.1. Planteamientos del demandante 

El accionante considera que el artículo parcialmente acusado vulnera los artículos  277 y 278 de la Constitución, por dos razones principales: 

En primera medida, el demandante sostiene que el aparte acusado del numeral 1º del artículo 44 de la Ley 734 de 2002, desconoce el numeral 6º del artículo 277 constitucional por cuanto, en su sentir, a partir de una interpretación literal de esta norma superior, se concluiría que el constituyente no “estipul[ó] que dentro de las funciones del Procurador General de la Nación […] le esté asignada la función de inahibilitar [sic] a quienes desempeñan funciones públicas, como trabajadores y empleados al servicio del Estado [e] incluso [a] los de elección popular”. Como consecuencia de lo anterior, a su juicio el Legislador excedió sus competencias al establecer una sanción que puede ser impuesta por el Procurador General de la Nación que, en su concepto, no se previó expresamente en la Constitución.      

En segundo lugar, el actor señala que la disposición parcialmente demandada contraría el numeral 1º del artículo 278 de la Carta Política, en la medida en que esta norma constitucional únicamente le otorga expresamente al Procurador General de la Nación la facultad de destituir servidores públicos, es decir, no dispone explícitamente que este funcionario tenga también la función de inhabilitar.
2.2. Problema jurídico
Corresponde establecer si las expresiones demandadas del numeral 1º del artículo 44 de la Ley 734 de 2002, quebrantan las competencias constitucionalmente atribuidas al Procurador General de la Nación (arts. 277 y 278 constitucionales), en tanto que, de acuerdo con el actor, la Constitución no le dio expresamente al Jefe del Ministerio Público la facultad de sancionar con inhabilidad de carácter general las faltas gravísimas dolosas o realizadas con culpa gravísima cometidas por un servidor público.   
2.3. Consideraciones del Ministerio Público
Por su importancia para resolver el problema jurídico planteado el Ministerio Público considera oportuno trascribir los apartes relevantes de las normas constitucionales que el actor estima infringidas:

El artículo  277-6º de la Constitución Política asigna al Procurador General de la Nación por sí o por medio de sus delegados o agentes la función de “(…). [e]jercer vigilancia superior de la conducta oficial de quienes desempeñen funciones públicas, inclusive las de elección popular; ejercer preferentemente el poder disciplinario; adelantar las investigaciones correspondientes, e imponer las respectivas sanciones conforme a la ley” (Resaltado fuera del texto), mientras que el artículo 278-1º le otorga competencia para “(…)[d]esvincular del cargo, previa audiencia y mediante decisión motivada, al funcionario público que incurra en alguna de las siguientes faltas: infringir de manera manifiesta la Constitución o la ley; derivar evidente e indebido provecho patrimonial en el ejercicio de su cargo o de sus funciones; obstaculizar, en forma grave, las investigaciones que realice la Procuraduría o una autoridad administrativa o jurisdiccional; obrar con manifiesta negligencia en la investigación y sanción de las faltas disciplinarias de los empleados de su dependencia, o en la denuncia de los hechos punibles de que tenga conocimiento en razón del ejercicio de su cargo”. 
Partiendo del contenido de las normas que el demandante estima violadas por el segmento normativo acusado, esta Vista Fiscal considera que la acusación vertida en la demanda parte de una interpretación asistemática del conjunto de normas constitucionales que otorgan amplia facultad al legislador para regular la responsabilidad de los funcionarios y, por ende, su competencia para establecer la forma en que se hace efectiva la desvinculación del cargo de los servidores públicos.

El fundamento constitucional de la responsabilidad de los funcionarios y la consecuente habilitación para que el legislador regule esta materia, debe construirse a partir de dos planos que, aunque diferenciables, se relacionan entre sí. 
Desde un primer plano, puramente general, la Constitución establece como eje de las diversas clases de responsabilidad de los funcionarios el principio de legalidad, cuyo contenido se encuentra configurado en el artículo 6º, según el cual los servidores públicos son responsables por infringir la Constitución y la ley “(…) y por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones”. Desde esta misma perspectiva, los artículos 122 y 123 superiores establecen, respectivamente, que no habrá empleo público sin funciones detalladas en la ley o el reglamento y que dichos servidores “(…) están al servicio del Estado y de la comunidad; ejercerán sus funciones en la forma prevista por la Constitución, la ley y el reglamento” (negrilla fuera del texto). Bajo esta misma línea argumentativa, el artículo 124 prevé que “(…) [l]a ley determinará la responsabilidad de los servidores públicos y la manera de hacerla efectiva” (negrilla fuera del texto). De otra parte, el artículo 293 de la Constitución establece que corresponde al legislador determinar las “(…) calidades, inhabilidades, incompatibilidades, fecha de posesión, períodos de sesiones, faltas absolutas o temporales, causas de destitución y formas de llenar las vacantes de los ciudadanos que sean elegidos por voto popular para el desempeño de funciones públicas en las entidades territoriales. La ley dictará también las demás disposiciones necesarias para su elección y desempeño de funciones” (negrilla fuera del texto).
De particular relevancia para el estudio del cargo objeto de análisis resultan también las competencias atribuidas por el artículo 150-2º de la Constitución que asigna al Congreso de la República, por medio de ley, la función de “(…) [e[xpedir códigos en todos los ramos de la legislación y reformar sus disposiciones”, facultad en virtud de la cual expidió el Código Disciplinario Único; así como el artículo 150-23 que dispone que corresponde al Congreso  “(…) [e]xpedir las leyes que regirán el ejercicio de las funciones públicas…”, mandato que implica la imposición de restricciones para el ejercicio de las mismas, entre otras, las inhabilidades e incompatibilidades.

Este plano general que otorga amplia facultad al legislador para regular la responsabilidad de los servidores públicos, debe ser el punto de referencia para el análisis de las funciones que, desde un plano específico, están asignadas constitucionalmente al Procurador General de la Nación. En efecto, el artículo 118 precisa tanto las funciones como la estructura del Ministerio Público y determina que a este corresponde, entre otras, “(…) la vigilancia de la conducta oficial de quienes desempeñan funciones públicas”, previsión que debe leerse conjuntamente con la clasificación constitucional de los servidores públicos, en virtud de la cual tienen esta calidad “(…) los miembros de las corporaciones públicas, los empleados y trabajadores del Estado y de sus entidades descentralizadas territorialmente y por servicios”.
Del análisis general y específico de las normas constitucionales citadas se deducen las siguientes conclusiones:

La Constitución Política otorgó amplia facultad de configuración legislativa al Congreso de la República para determinar la forma en la cual debe hacerse efectiva la responsabilidad de los funcionarios en el evento en que incumplan sus deberes funcionales. En consecuencia, y a pesar de que la Constitución en los artículos que se estiman violados, no consagró en forma expresa la facultad del Procurador General de la Nación para inhabilitar servidores públicos, de ello no puede concluirse que el legislador carezca de competencia para la fijación de un régimen de inhabilidades, como consecuencia del desconocimiento de los deberes funcionales asignados a los servidores públicos, pues es claro que, entre otros, el propio artículo 277-1º prevé la imposición de sanciones “conforme a la ley”, lo que indica que en esta materia, de una parte, el legislador goza de una amplia facultad para regular el tema de las sanciones y, de otra, que la existencia de inhabilidades previstas en la Constitución no deviene en una  prohibición al legislador para regularlas, pues a éste corresponde “(…) dentro de cierto margen de discrecionalidad, evaluar y definir el alcance de cada uno de los hechos, situaciones o actos constitutivos de incompatibilidad o inhabilidad, así como el tiempo durante el cual se extienden y las sanciones aplicables a quienes incurran en ellas”
.
Así las cosas, es plausible concluir que la destitución e inhabilidad como consecuencia de incurrir en faltas gravísimas a título de dolo o culpa gravísima, contenida en el artículo 44 del CDU, encuentra sustento en las competencias que la propia Constitución le otorgó expresamente al legislador
, lo cual es predicable respecto de las diversas clases de inhabilidades, esto, es, en primer lugar, aquellas que se imponen como consecuencia de una sanción, las cuales tienen como efecto directo impedir que la “(…) persona que ya viene vinculada al servicio público continúe en él; y tienen como objetivo primordial lograr la moralización, idoneidad, probidad, imparcialidad y eficacia de quienes van a ingresar o ya están desempeñando empleos públicos”
. Adicionalmente y, en segundo lugar, respecto de las inhabilidades entendidas como aquellas circunstancias prohibitivas anteriores al ejercicio de un cargo determinado, es decir, como “(…) hechos o circunstancias antecedentes, predicables de quien aspira a un empleo que, si se configuran en su caso en los términos de la respectiva norma, lo excluyen previamente y le impiden ser elegido o nombrado”
.
En segundo lugar, la inconstitucionalidad de una inhabilidad establecida por el legislador no puede fundamentarse, como lo hace el demandante, en su ausencia de previsión constitucional, tal y como lo ha reconocido la propia jurisprudencia de la Corte, pues esta ha entendido que el sistema de inhabilidades es, por regla general, abierto, como efecto directo de la amplia potestad legislativa, salvo en los casos de sistemas cerrados de inhabilidades, estipulados tanto para el Presidente de la República como para los miembros del Congreso. 
La Corte en la Sentencia C-015 de 2004 (M.P. Manuel José Cepeda E.), dijo sobre este punto: “No obstante, la regla general de competencia legislativa para fijar el régimen de inhabilidades de los distintos cargos públicos encuentra una excepción en lo tocante a los cargos de Congresista o Presidente de la República, puesto que tal y como ha reconocido en anteriores oportunidades esta Corporación, los artículos pertinentes de la Constitución establecen un sistema cerrado y no facultan expresamente al Legislador para agregar nuevas inhabilidades a la enumeración efectuada por el Constituyente (artículos 179 y 197, C.P.)”.
Es más, y por solo citar un ejemplo prominente, la Corte avaló la constitucionalidad –en forma condicionada- de la expresión contenida en el inciso 1º del artículo 46 del CDU que establece la inhabilidad permanente como consecuencia de la comisión de faltas que afecten el patrimonio económico del Estado, entre otras razones, por la facultad que la Constitución defirió en el legislador para regular, incluso, inhabilidades intemporales. Sobre el punto la Corte en la parte considerativa explicó que “(…) el Legislador bien puede establecer inhabilidades permanentes  derivadas de la comisión de faltas disciplinarias, siempre y cuando la medida adoptada se adecúe a los criterios de razonabilidad y proporcionalidad y con ellas no se restrinjan ilegítimamente los derechos fundamentales de quienes aspiran a acceder a la función pública”
.

Pues bien, y para efectos de evaluar la razonabilidad y proporcionalidad de la medida establecida en el segmento normativo acusado, el Ministerio Público considera que: (i) la previsión de la destitución e inhabilidad como consecuencia de la comisión de faltas disciplinarias, no constituye una ampliación del sistema de inhabilidades e incompatibilidades aplicable al Presidente de la República o a los Congresistas, además de no estar proscrita constitucionalmente como sanción y; (ii) en lugar de resultar irrazonable o desproporcionada, dicha previsión normativa encuentra respaldo constitucional en fines no solo legítimos, sino importantes, en tanto que busca, entre otras cosas, el cumplimiento de los fines del Estado (art 2º C.P.), el correcto funcionamiento de la Administración Pública (art. 209) y la prevalencia del interés general (art. 1º C.P.).

Estas razones son el fundamento en virtud del cual la Corte Constitucional en la Sentencia C-028 de 2006 (M.P. Humberto Sierra Porto), -que para este cargo opera como precedente relevante-, declaró la constitucionalidad del inciso 1º del artículo 44 del CDU, al concluir que“ [e]n ese orden de ideas, es legítimo frente al Texto Fundamental, que el legislador consagre como una de las sanciones derivadas del proceso disciplinario las inhabilidades, puesto que ello se enmarca dentro de un ámbito de razonabilidad y proporcionalidad que no desconoce los valores, principios y derechos consagrados en la Carta, sino que, por el contrario, procura realizar los fines delineados por el constituyente, entre otros, el acatamiento de los fines de la función pública como elemento estructural de la prevalencia del interés general”. 
En consecuencia, esta Vista Fiscal constata que los reparos de constitucionalidad contra el aparte acusado del numeral 1º del artículo 44 de la Ley 734 de 2002, por violación de los artículos 277-6º y 278-1º carecen de sustento, por cuanto se estructuran a partir de una lectura fragmentada, aislada y asistemática de la Constitución Política que conduce al vaciamiento de las competencias legislativas en materia de la fijación del régimen de inhabilidades e incompatibilidades.
3. Sobre el cargo relativo a la presunta vulneración del artículo 93 de la Constitución, así como de los artículos 2º, 25 y 29 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
3.1. Planteamientos del demandante 

En la demanda se afirma que la Ley parcialmente censurada desconoce la Convención Americana sobre Derechos Humanos ratificada por Colombia, que en virtud del artículo 93 constitucional, hace parte del bloque de constitucionalidad. En ese orden de ideas, el accionante manifiesta que los artículos 2º, 25 y 29 de ese instrumento internacional, así como la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos que decidió el caso López Mendoza v. Venezuela
 disponen que únicamente un funcionario judicial penal es quien tiene la posibilidad de inhabilitar servidores públicos. Teniendo en cuenta que el Procurador General de la Nación no es “juez penal, Tribunal Penal o Magistrado Penal de Corte que pertenezca a la Rama Judicial”, el actor concluye que la disposición acusada es inconstitucional. 
Así mismo, aduce el accionante que se quebranta el artículo 25 de la referida Convención porque frente a las decisiones disciplinarias que profiera la Procuraduría General de la Nación, el Legislador no desarrolló “recurso alguno en los procedimientos judiciales, que eventualmente pudiese atacar la invalidez del acto de inhabilidad [, es decir,] no se ha configurado recurso judicial apto, que proteja a los afectados por este tipo de sanciones”. En síntesis, el demandante solicita que en virtud del “principio de convencionalidad” se aplique el precedente judicial contenido en la sentencia de la Corte Interamericana reseñada más atrás, con el propósito de proteger los derechos políticos de los ciudadanos a participar y acceder a cargos públicos.   
Finalmente, el actor expresa que no existe cosa juzgada constitucional de cara a anteriores pronunciamientos de la Corte Constitucional
, debido a que, a su juicio, su demanda presenta “nuevos argumentos Constitucionales [sic] y principalmente el principio de convencionalidad con base en un precedente judicial de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, sobre el caso LÓPEZ MENDOZA VS VENEZUELA”.     
3.2. Problema jurídico

Esta Vista Fiscal debe establecer si las expresiones demandadas del numeral 1º del artículo 44 de la Ley 734 de 2002, desconocen el artículo 93 constitucional, los artículos 2º, 25 y 29 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, así como la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, al disponer que serán sancionadas con inhabilidad de carácter general las faltas gravísimas dolosas o realizadas con culpa gravísima cometidas por un servidor público.
3.3. Análisis constitucional

a) Existencia de cosa juzgada respecto del argumento por violación a los artículos 2º y 23 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos
Esta Vista Fiscal estima que, sobre este segundo cargo, existe cosa juzgada constitucional (art. 243 constitucional) y, por lo tanto, la Corte Constitucional debe resolver estarse a lo resuelto en la sentencia C-028 de 2006 (M.P. Humberto Sierra Porto). 
Esta Jefatura estima que se configuran los requisitos de la cosa juzgada constitucional, lo cual implica que “no es posible volver a ocuparse del tema”
, en tanto que hubo un pronunciamiento de exequibilidad por razones de fondo
 de la misma norma demandada y por idénticos cargos a los que presenta el actor en la presente demanda. Para sustentar tal conclusión, el Ministerio Público considera pertinente reseñar brevemente los requisitos que se deben cumplir, según la jurisprudencia constitucional
, para constatar la existencia de la cosa juzgada relativa y, del mismo modo, explicar las razones por las cuales las referidas exigencias se producen en este caso: 

· En primera instancia, el debate constitucional que se surtió en la sentencia C-028 de 2006 (M.P. Humberto Sierra Porto) giró en torno a la constitucionalidad del mismo artículo y texto legal que ahora se analiza. En efecto, en la providencia mencionada, la Corte Constitucional analizó los artículos 44 (numeral 1º), 45 (literal d) y 46 (inciso 1º) de la Ley 734 de 2002 que a juicio de esa Corporación “facultan a la Procuraduría General de la Nación a imponer como sanciones disciplinarias diversas inhabilidades para acceder a cargos públicos” (resaltado y subrayado fuera del original). 
Ahora bien, en el expediente sub examine, el actor acusa el numeral 1º del artículo 44 de la Ley 734 de 2002 que, en su concepto, “le asigna [al Procurador General de la Nación] la función de inahibilitar [sic] a quienes desempeñan funciones públicas”. Como se advierte, no sólo el objeto sobre el cual recae la demanda es el mismo desde el punto de vista formal (num. 1º del art. 44 de la Ley 734 de 2002) sino que además el contenido normativo es idéntico: la posibilidad de inhabilitar servidores públicos que hayan cometido faltas gravísimas dolosas o realizadas con culpa gravísima. 
· En segundo término, los cargos planteados en la presente acción son iguales a los analizados en la sentencia C-028 de 2006 (M.P. Humberto Sierra Porto) debido a que, por un lado, los parámetros constitucionales que sirvieron en ese momento como estándar de corrección, son los mismos a partir de los cuales ahora se realiza la confrontación de la Ley acusada y, por otro lado, los argumentos que esboza el demandante en esta acción son iguales a los propuestos en la demanda que se estudió en esa providencia del año 2006. En efecto, en esa sentencia la Corte analizó la disposición acusada a la luz del artículo 23 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en conjunto con el 93 constitucional. Esto por cuanto, según los demandantes, atribuirle la competencia de restringir derechos políticos (ocupar un cargo público), a una autoridad a la cual no le están asignadas competencias de naturaleza penal, como la Procuraduría General de la Nación, contraviene ese artículo de la Convención que sólo permite la limitación de tales derechos a un “juez competente, en proceso penal”
. 
En el expediente que se analiza, aunque formalmente el demandante no estima como violado el artículo 23 de ese instrumento internacional, materialmente sí lo invoca y su argumentación se desarrolla en torno a esta norma jurídica, de una manera idéntica a la planteada por los actores de la demanda decidida en la sentencia C-028 de 2006 (M.P. Humberto Sierra Porto). En ese sentido, en la presente demanda el actor asegura que la norma acusada es inconstitucional porque el Procurador General de la Nación no es juez penal y, en consecuencia, se desconoce el precedente judicial de la Corte Interamericana de Derechos Humanos López Mendoza v. Venezuela que, para el accionante, “establece claramente que se presenta violación a las cláusulas convencionales, cuando se suprime el goce y ejercicio de los derechos y libertades reconocidos en la convención, [sic] como es que los derechos políticos de los ciudadanos, en el derecho a participar y acceder a cargos públicos no puede ser limitado a partir de sanciones inhabilitación que no sean propias de órganos judiciales propios de la Rama Judicial” (subrayas fuera del original)
. Nótese que la parte subrayada que se acaba de transcribir es una reformulación, en los términos del demandante, del artículo 23 (num. 2º) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y su alegato o cargo es esencialmente el mismo que el analizado por la Corte Constitucional en el 2006: (i) sólo un juez penal puede inhabilitar según el artículo 23 de la Convención; (ii) el Procurador General de la Nación no es un juez penal, por lo tanto; (iii) este funcionario no tiene la competencia, según este instrumento internacional, para inhabilitar a un servidor público
.    
En el mismo sentido, esta conclusión es particularmente relevante de cara al estudio del artículo 2º de la Convención, toda vez que el núcleo de la argumentación del demandante frente a esta última disposición se condensa en señalar que la norma acusada se opone al artículo 23 convencional y, en consecuencia, en virtud del artículo 2º de ese mismo instrumento, el Estado colombiano tiene el deber de ajustar el artículo 44 demandado conforme a la Convención. 
No obstante, teniendo en cuenta (i) que este razonamiento del demandante es consecuencial porque en su concepto la violación del artículo 23 implica automáticamente el desconocimiento del artículo 2º de ese instrumento internacional; y (ii) que existe cosa juzgada sobre el artículo 23 convencional; se concluye que la cosa juzgada se extiende al cargo relacionado con el artículo 2º en tanto que la argumentación del actor parte de la base de considerar que hay una violación del artículo 23 sobre el cual, por el contrario, la Corte Constitucional ya se pronunció por los mismos cargos y declaró su exequibilidad. En suma, el Estado no tiene el deber de ajustar el artículo 44 de la Ley 734 de 2004 de conformidad con el artículo 23 de la Convención puesto que de acuerdo con la sentencia C-028 de 2006 (M.P. Humberto Sierra Porto) aquella norma legal es compatible con la disposición convencional. 
Como corolario de lo anterior, esta Vista Fiscal concluye que existe cosa juzgada constitucional por cuenta de la sentencia C-028 de 2006 (M.P. Humberto Sierra Porto) en relación con los artículos 2º y 23 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y le solicitará a la Corte Constitucional que se esté a lo resuelto en dicha providencia.  
b) Acerca la vulneración de los artículos 25 y 29 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos como integrante del bloque de constitucionalidad (art. 93 inc. 1º C.P.)

Por otro lado, con respecto al cargo relativo al presunto desconocimiento de los artículos 25 y 29 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos como normas integrantes del bloque de constitucionalidad según el artículo 93 de la Constitución, esta Vista Fiscal considera que la norma demandada es constitucional, como pasa a explicarse.

La Convención Americana de Derechos Humanos establece, en su artículo 25
, la obligación del Estado de proveer a toda persona un recurso judicial efectivo para proteger tanto sus derechos convencionales, como los reconocidos en la legislación interna. Un recurso judicial es efectivo a partir del cumplimiento concurrente de tres condiciones: (i) la previsión de su existencia en la legislación interna –requisito formal- (ii) su eficacia real para proteger el derecho vulnerado –requisito material- y; (iii) la sustanciación del mismo debe respetar las reglas del debido proceso.

En este sentido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, entre otros casos
, como Godínez Cruz v. Honduras
, conceptualizó el contenido del artículo 25 de la Convención, afirmando que “(…) los Estados Partes se obligan a suministrar recursos judiciales efectivos a las víctimas de violación de los derechos humanos (art. 25), recursos que deben ser sustanciados de conformidad con las reglas del debido proceso legal (art. 8.1), todo ello dentro de la obligación general a cargo de los mismos Estados, de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos reconocidos por la Convención a toda persona que se encuentre bajo su jurisdicción (art. 1)”.

Para el demandante el legislador no previó medio de defensa alguno para cuestionar el acto que impone la inhabilidad y, en consecuencia, dicha omisión supone el desconocimiento del contenido del artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos que integra el bloque de constitucionalidad. Esta Vista Fiscal considera que, en primer lugar, el derecho colombiano consagra instrumentos de diversa índole para controvertir la decisión que impone una sanción disciplinaria, en particular, la destitución e inhabilidad y, en segundo lugar, que dichos medios resultan idóneos en términos de suministrar recursos eficaces para controvertir la decisión disciplinaria.

Como punto de partida, tanto el constituyente (art. 237.1 de la Constitución) como el legislador, previeron que el control de esos actos corresponde a la jurisdicción de lo contencioso administrativo por conducto, generalmente, de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, la cual estaba consagrada en el artículo 85
 del Código Contencioso Administrativo. Con la expedición del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (Ley 1437 de 2011) dicha acción quedó prevista en el artículo 138
 en términos muy similares al anterior Código, variando solamente su denominación, pues en el actual estatuto procesal es denominada medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho.

En segundo término, el medio no solo existe formalmente, sino que resulta eficaz desde una perspectiva material, por cuanto: 
· El diseño legislativo del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho prevé la existencia de un conjunto
 de medidas cautelares
 que pueden ser decretadas a lo largo de todo el proceso contencioso administrativo. Prueba de la eficacia de dichas medidas se encuentra en el diseño de la medida cautelar de suspensión provisional
, pues para su decreto ya no es necesario que el acto objeto del medio de control contraríe de forma grosera, ostensible o de bulto
 las disposiciones en las cuales se debería fundar, sino que su procedencia está determinada, de conformidad con el artículo 231 del CPACA, “(…) por violación de las disposiciones invocadas en la demanda o en la solicitud que se realice en escrito separado, cuando tal violación surja del análisis del acto demandado y su confrontación con las normas superiores invocadas como violadas o del estudio de las pruebas allegadas con la solicitud” y la acreditación en forma sumaria del perjuicio que podría causar la ejecución del acto.
· Ahora bien,  la jurisprudencia del Consejo de Estado ha redefinido el alcance del control judicial ejercido sobre los actos que se expiden en ejercicio del poder disciplinario en el marco del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, lo cual incluye, por supuesto, a los actos proferidos por la Procuraduría General de la Nación. La jurisprudencia del Consejo de Estado ha precisado el alcance del nuevo control sobre los actos disciplinarios, así:

“Esta postura judicial de control integral del respeto por las garantías constitucionales contrasta abiertamente con la posición doctrinal y jurisprudencial prevaleciente con anterioridad, de conformidad con la cual las atribuciones del juez contencioso-administrativo son formalmente limitadas y se restringen a la protección de aquellos derechos y normas expresamente invocados por quienes recurren a la justicia, posición-hoy superada-que otorgaba un alcance excesivamente estricto al principio de jurisdicción rogada en lo contencioso-administrativo. Este cambio, constitucionalmente impuesto y de gran calado, se refleja nítidamente en un pronunciamiento reciente del Consejo de Estado, en el cual la Sección Segunda- Subsección “B” de esta Corporación, recurriendo a los pronunciamientos de la Corte Constitucional y dando aplicación directa a los mandatos de la Carta, rechazó expresamente una postura restrictiva que limitaba las facultades garantistas del juez contencioso-administrativo en materia de control de las decisiones disciplinarias de la Procuraduría General de la Nación con base en el principios (sic) de jurisdicción rogada, y adoptó en su reemplazo una postura jurisprudencial que exige a las autoridades jurisdiccionales realizar, en tanto obligación constitucional, un control sustantivo pleno que propenda por materializar, en cada caso concreto, el alcance pleno de los derechos establecidos en la Constitución”
(Resaltado en el texto).
· Pero el afectado no cuenta solamente con los medios ante el juez de lo contencioso administrativo por conducto del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho. Asimismo, puede hacer uso de la acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política. Y, puede hacerlo, porque la acción de tutela está prevista para la protección de los derechos fundamentales con independencia de la fuente de su vulneración. En efecto, la jurisprudencia constitucional ha desarrollado una sólida teoría de procedencia de la acción de tutela contra actos administrativos en general, y contra actos disciplinarios en particular
, a partir de la extensión de las hipótesis de procedencia de la acción respecto de providencias judiciales, al campo de los actos administrativos
, bajo la consideración de que tanto en materia de actos de la administración como de providencias judiciales, los defectos se refieren a afectaciones graves al derecho al debido proceso (art. 29 C.P.)

En suma, el argumento según el cual no existen medios de defensa contra el acto que impone la destitución e inhabilidad en el derecho interno y, por esta circunstancia, se desconoce el artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos en tanto integrante del bloque de constitucionalidad (art. 93 inc. 1º), carece de sustento, pues es claro que existen medios previstos formalmente y con un importante grado de eficacia material.

Por último, y en relación con el supuesto desconocimiento del artículo 29
 de la Convención Americana de Derechos Humanos, el cual se estructura a partir de considerar que la inaplicación del “precedente” López Mendoza v. Venezuela conlleva el desconocimiento de dicho artículo -que establece parámetros a efectos de interpretar los derechos consagrados en la Convención-, vulnera el artículo 93 de la Constitución Política, el Ministerio Público considera que el argumento de la demanda pretende dotar de valor supraconstitucional al precedente López Mendoza v. Venezuela y, de esa circunstancia, es que el accionante estructura el desconocimiento del artículo 29 de la Convención que nada dice sobre el valor de las sentencias de la Corte Interamericana y su eventual aplicación a otros casos contenciosos con diferentes supuestos y partes.
c) Algunas consideraciones sobre el efecto de acoger el principio de convencionalidad expuesto en la demanda
El Ministerio Público advierte que de acogerse el argumento expuesto en la demanda, según el cual debe darse carácter supraconstitucional a los tratados y, en particular, a las sentencias dictadas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, se presentarían algunas consecuencias contrarias a la Constitución, como se expone enseguida.   

En primer término, en la acción se pretende realizar una comparación directa entre la norma acusada y una sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos que no funge materialmente como norma constitucional porque, según el artículo 93 de la Constitución, únicamente los Tratados Internacionales de Derechos Humanos ratificados por Colombia y cuya limitación está prohibida en los estados de excepción tienen materialmente rango constitucional y, por esa razón, sólo esas normas internacionales en conjunto con las disposiciones constitucionales, pueden ser utilizadas como parámetro de corrección de la Ley acusada. 
Es más, la Corte Constitucional en diversas sentencias
 ha afirmado que la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos “constituye un criterio hermeneútico [sic] relevante para establecer el sentido de las normas constitucionales sobre derechos humanos”
. De ahí que no se pueda concluir, como lo hace la demanda, que la inaplicación de un precedente que el demandante estima aplicable, constituya parámetro de constitucionalidad suficiente para declarar la inexequibilidad de la norma, pues si la jurisprudencia constitucional ha descartado esta hipótesis respecto de los tratados públicos
, con mayor razón esta conclusión es predicable de la jurisprudencia de los órganos que integran el Sistema Interamericano de Derechas Humanos, en particular, de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.  

En ese sentido, el demandante pretende la confrontación de la norma acusada con un criterio de interpretación relevante de un Tratado Internacional, que no tiene la potencialidad (por sí solo) de dejar sin efectos una norma jurídica interna, en tanto que no tiene rango constitucional. Como lo ha sostenido la Corte Constitucional, este criterio hermenéutico se predica de los tratados internacionales que hacen parte del bloque de constitucionalidad en sentido estricto, instrumentos que, a su turno, sí son parámetro constitucional a la luz de los cuales se puede juzgar la constitucionalidad de una norma jurídica.

De otra parte, esta Jefatura advierte que, además de lo anterior, aceptar la postura del demandante implicaría poner en tela de juicio algunos artículos de la misma Constitución Política, con lo cual se desconocería su carácter supremo (art. 4 Superior), así como la imposibilidad de juzgar los actos promulgados por el poder constituyente (artículo transitorio 59 de la Constitución). Esto es así por cuanto el demandante le otorga un carácter supraconstitucional a la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos López Mendoza v. Venezuela
 que, a su juicio, le impediría al ordenamiento jurídico colombiano (que incluiría la misma Constitución) facultar a cualquier funcionario estatal que no sea un juez penal, para imponer la sanción de inhabilidad a un servidor público que ha cometido una falta disciplinaria. De acogerse esta idea que aboga por la supraconstitucionalidad de esa interpretación
, se llegaría a un escenario absurdo en el que varias disposiciones constitucionales serían nulas o carecerían de validez porque no sólo la institución de la inhabilidad persigue finalidades enteramente constitucionales
, sino porque, además, la misma Carta Política previó que algunas inhabilidades pudieran ser impuestas por autoridades públicas que no fungen como jueces penales, como ocurre, por ejemplo, en los siguientes tres casos:  
· La inhabilidad especial por cuenta de la pérdida de investidura decretada por el Consejo de Estado (arts. 183, 184 y 237.5 constitucionales), cuyo objetivo es “(…) preservar la intangibilidad del Congreso de la República en caso de que uno de sus miembros deba ser investigado con base en circunstancias que puedan conducir a la pérdida del cargo de elección popular”
 y cuyo efecto es la inhabilidad permanente para acceder nuevamente al cargo de Congresista
.
· Otra disposición de rango constitucional que se vería seriamente afectada bajo la interpretación del actor, es aquella que establece la inhabilidad general para el servidor público que con su conducta dolosa o gravemente culposa, haya dado lugar a que el Estado sea condenado a una reparación patrimonial, siempre y cuando exista sentencia ejecutoriada, que para ese tipo de procesos es competencia de la jurisdicción de lo contencioso administrativo (art. 122 de la Carta Política). 
· Lo propio ocurriría con el control disciplinario interno, en tanto instrumento orientado “(…) a garantizar que la función pública sea ejercida en beneficio de la comunidad y para la protección de los derechos y libertades de los asociados. De esta manera, el derecho disciplinario (...) está integrado por todas aquellas normas mediante las cuales se exige a los servidores públicos un determinado comportamiento en el ejercicio de sus funciones, ya que los servidores públicos no sólo responden por la infracción a la Constitución y a las leyes sino también por la omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones (CP Art. 6°)"
, el cual, como es sabido, no se ejerce por una autoridad judicial, sino por las oficinas respectivas ubicadas por regla general en la administración.
En suma, el actor indirectamente, al considerar que la Convención Americana así como la jurisprudencia interamericana tienen rango supraconstitucional, pretende poner en tela de juicio no sólo el artículo legal parcialmente impugnado sino, además, algunos artículos de la misma Constitución que establecen que un funcionario distinto a un juez penal puede inhabilitar servidores públicos, incluyendo los de elección popular, conclusión que desarticula el diseño constitucional previsto en materia de control disciplinario –interno o externo- y socava las bases del derecho disciplinario en su dimensión de elemento “(…) consustancial a la organización política”
 y, por tanto, “(…) absolutamente necesario en un Estado de derecho, que entre otras cosas, no podría alcanzar sus fines si careciera de un sistema jurídico enderezado a regular el comportamiento disciplinario de sus servidores, fijando los deberes y obligaciones de quienes lo integran, las faltas, las sanciones correspondientes y los procedimientos para aplicarlas”
.
4. Conclusión

En razón de lo anterior, el Ministerio Público solicita a la Corte Constitucional: (i) declarar EXEQUIBLE el aparte acusado del numeral 1º del artículo 44 de la Ley 734 de 2002, por el supuesto desconocimiento de los artículos 277 y 278 de la Constitución; (ii) ESTARSE A LO RESUELTO en la Sentencia C-028 de 2006 (M.P. Humberto Sierra Porto), respecto de los cargos por violación de los artículos 2º y 23 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; y (iii) declarar EXEQUIBLE el aparte acusado del numeral 1º del artículo 44 de la Ley 734 de 2002, por la supuesta vulneración de los artículos 25 y 29 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.
De los Señores Magistrados, 

ALEJANDRO ORDÓÑEZ MALDONADO

Procurador General de la Nación
GMR/DFYM/VBR
� Corte Constitucional, Sentencia C-1212 de 2001 (M.P. Jaime Araujo Rentería).


� Como lo recuerda el interviniente del Departamento Administrativo de la Función Pública la Corte ha reconocido, entre otras, en la Sentencia C-617 de 1997 (M.P. José Gregorio Hernández), el amplio margen de configuración que al legislador le compete en esta materia. El interviniente cita el siguiente párrafo que, por su importancia, el Ministerio Público reproduce: “El legislador, como ya se expresó, goza de autorización constitucional para establecer causales de inhabilidad e incompatibilidad en cuanto al ejercicio de cargos públicos, y al hacerlo, en tanto no contradiga lo dispuesto por la Carta Política y plasme reglas razonables y proporcionales, le es posible introducir o crear los motivos que las configuren, según su propia verificación acerca de experiencias anteriores y su evaluación sobre lo que más convenga con el objeto de garantizar la transparencia del acceso a la función pública, de las sanas costumbres en el seno de la sociedad y de la separación entre el interés público y el privado de los servidores estatales, sin que necesariamente los fenómenos que decida consagrar en la calidad dicha tengan que estar explícitamente contemplados en el texto de la Constitución. Exigirlo así significaría quitar a la ley toda iniciativa en materias que son propias de su papel en el plano de la conformación del orden jurídico, despojando de contenido la función legislativa misma”. Recientemente en la Sentencia SU-712 de 2013 (M.P. Jorge Iván Palacio), la Corte no solo reconoció la facultad de configuración del legislador en la materia, sino que analizó el fundamento constitucional de las facultades del Procurador General para adelantar investigaciones disciplinarias contra funcionarios electos popularmente. En este sentido, dijo la Sala Plena que “(…) [e]sta tríada normativa indica que la Constitución sí otorgó al Procurador General de la Nación competencia para ejercer la vigilancia superior de las funciones desempeñadas por los Congresistas de la República, en su calidad de servidores públicos y miembros de una corporación pública de elección popular, para lo cual puede adelantar las investigaciones e imponer las sanciones definidas en la ley. Corresponde a una competencia del jefe del Ministerio Público que emana directamente de la Constitución Política y cuya delimitación corresponde al Legislador”. 


� Corte Constitucional,  Sentencia C-558 de 1994 (M.P. Carlos Gaviria Díaz).


� Corte Constitucional, Sentencia C-483 de 1998, (M.P. José Gregorio Hernández Galindo).


� Corte Constitucional, Sentencia C-211 de 2003 (M.P. Clara Inés Vargas Hernández).


� Cfr. Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso López Mendoza v. Venezuela. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia de 1º de septiembre de 2011, Serie C, No. 23.3.


� Al respecto cita las sentencias C-948 de 2002 (M.P. Álvaro Tafur Galvis), C-124 de 2003 (M.P. Jaime Araujo Rentería) y C-028 de 2006 (M.P. Humberto Sierra Porto).


� Corte Constitucional, Sentencia C-332 de 2013 (M.P. Mauricio González Cuervo) que reitera otras providencias anteriores.


� Corte Constitucional, Sentencia C-028 de 2006 (M.P. Humberto Sierra Porto).


� Cfr. Corte Constitucional, Sentencia C-332 de 2013 (M.P. Mauricio González Cuervo) que reseña la línea jurisprudencial de esa Corporación sobre el fenómeno de la cosa juzgada constitucional. 


� La formulación del problema jurídico, que es esencial para delimitar el cargo, se efectuó de la siguiente forma en esa sentencia: “La Corte debe examinar si las normas legales acusadas, en la medida en que facultan a la Procuraduría General de la Nación a imponer como sanciones disciplinarias diversas inhabilidades para acceder a cargos públicos, vulneran o no el artículo 93 constitucional según el cual determinados tratados internacionales sobre derechos humanos hacen parte del bloque de constitucionalidad, y en concreto, el artículo 23 del Pacto de San José de Costa Rica según el cual el legislador puede reglamentar el ejercicio de los derechos políticos ‘exclusivamente por razones de edad, nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o mental, o condena, por juez competente, en proceso penal’”. 


� De hecho, aunque el actor realiza un esfuerzo infructuoso por no citar textualmente el artículo 23 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos para eludir la cosa juzgada constitucional, en la página 12 de su demanda (segundo párrafo), al citar la sentencia López v. Venezuela, transcribe apartes de esa providencia en los que la Corte Interamericana recurre al artículo 23 referido como fundamento normativo de su decisión.  


� A pesar de la existencia de la cosa juzgada, esta Jefatura considera que muy recientemente la Corte Constitucional, reiterando la sentencia C-028 de 2006 (M.P. Humberto Sierra Porto) señaló que “la competencia atribuida constitucionalmente al Procurador General de la Nación para investigar y sancionar disciplinariamente a quienes desempeñen funciones públicas, inclusive tratándose de cargos de elección popular, es compatible con la Convención Americana sobre Derechos Humanos”. Sentencia SU-712 de 2013 (M.P. Jorge Iván Palacio Palacio). Una de las razones más contundentes para sostener esa afirmación es que del artículo 23 de la Convención “no se infiere una prohibición a los Estados para que en sus ordenamientos internos consagren otro tipo de restricciones a los derechos políticos, menos aun cuando emanan directamente de sus propias constituciones. En otras palabras, lo que hace el artículo 23 de la Convención es fijar una serie de pautas bajo las cuales el Legislador puede regular los derechos allí señalados, pero no establece una relación cerrada (numerus clausus) en cuanto a las eventuales restricciones que constitucionalmente pueden ser impuestas a su ejercicio”.


� “Protección Judicial: 1.Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales2. Los Estados partes se comprometen: a. a garantizar que la autoridad competente prevista por el sistema legal del Estado decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga tal recurso; b. a desarrollar las posibilidades de recurso judicial, y c. a garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso”.


� Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Blake vs Guatemala. Fondo. Sentencia de 24 de enero de 1998, Serie C No. 36. Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Las Palmeras  vs. Colombia. Fondo. Sentencia de 6 de diciembre de 2001. Serie C No. 90. Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Barrios Altos vs. Perú. Fondo. Sentencia de 14 de marzo de 2001. Serie C No. 75. Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso 19 Comerciantes vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de julio de 2004. Serie C No. 109. Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Gutman vs. Estados Unidos Mexicanos. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas, Sentencia de 6 de agosto de 2008. Serie C, No. 197. Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Reverón Trujillo vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de junio de 2009, Serie C No. 197. 


� Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Godinez Cruz vs. Honduras. Excepciones Preliminares. Sentencia de de 26 de junio de 1987. Serie C No. 3. 


� “ARTICULO 85. ACCION DE RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO. Toda persona que se crea lesionada en un derecho suyo, amparado por una norma jurídica, podrá pedir que, además de la anulación del acto administrativo, se le restablezca en su derecho, o se le repare el daño”.


� “ARTÍCULO 138. NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO. Toda persona que se crea lesionada en un derecho subjetivo amparado en una norma jurídica, podrá pedir que se declare la nulidad del acto administrativo particular, expreso o presunto, y se le restablezca el derecho; también podrá solicitar que se le repare el daño. La nulidad procederá por las mismas causales establecidas en el inciso segundo del artículo anterior. Igualmente podrá pretenderse la nulidad del acto administrativo general y pedirse el restablecimiento del derecho directamente violado por este al particular demandante o la reparación del daño causado a dicho particular por el mismo, siempre y cuando la demanda se presente en tiempo, esto es, dentro de los cuatro (4) meses siguientes a su publicación. Si existe un acto intermedio, de ejecución o cumplimiento del acto general, el término anterior se contará a partir de la notificación de aquel”. 


� En efecto, el artículo 231 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, no solo prevé la suspensión provisional, sino que además prevé otro tipo de medias –preventivas, conservativas, anticipativas o de suspensión (art. 230)- que el Juez o Magistrado considere oportuno decretar con el fin de proteger los derechos del ciudadano en el marco de los procesos declarativos.


� La Corte definió las medidas cautelares, en la Sentencia C-523 de 2009 (M.P. María Victoria Calle Correa) como “(…) aquellos instrumentos con los cuales el ordenamiento protege, de manera provisional, y mientras dura el proceso, la integridad de un derecho que es controvertido en ese mismo proceso. De esa manera el ordenamiento protege preventivamente a quien acude a las autoridades judiciales a reclamar un derecho, con el fin de garantizar que la decisión adoptada sea materialmente ejecutada”.


� Esta medida encuentra fundamento en la propia Constitución Política en su artículo 238 que establece lo siguiente: “La jurisdicción de lo contencioso administrativo podrá suspender provisionalmente, por los motivos y con los requisitos que establezca la ley, los efectos de los actos administrativos que sean susceptibles de impugnación por vía judicial”. 


� El diseño de la medida de suspensión provisional previsto en el artículo 152 del CCA se caracterizaba por su rigidez y eficacia relativa. Respecto a su rigidez, el Código Contencioso exigía para su procedencia la “manifiesta infracción” de la norma objeto del proceso respecto de una norma superior infringida, lo cual condujo a su relativa operatividad, debido a que en la gran mayoría de casos la infracción de la norma no podía apreciarse prima facie. Adicionalmente, su operatividad fue reducida como consecuencia de que el CCA circunscribía su procedencia únicamente a las acciones de nulidad y restablecimiento del derecho, con algunas notables excepciones desarrolladas por la jurisprudencia del Consejo de Estado.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección “A”, sentencia de 11 de julio de 2013, exp. 11001-03-25-000-2011-00115-00 (0390-2011), (M.P. Gustavo Eduardo Gómez Aranguren). En el mismo sentido, la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo precisó sobre el alcance del control respecto de los actos disciplinarios que el mismo  “(…) es pleno, es decir, no tiene restricciones ni limitaciones de ninguna índole por la naturaleza del acto administrativo que se enjuicia, como en general no las tiene sobre ningún acto administrativo”. Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, sentencia de 11 de diciembre de 2012, exp. IJ 11001-03-25-000-2005-00012-00. (M.P. Gerardo Arenas Monsalve).


� En efecto, la Corte Constitucional en la Sentencia SU-901 de 2005 (M.P. Jaime Córdoba Triviño), analizó la procedencia de la acción de tutela contra un fallo sancionatorio impuesto por la Procuraduría General de la Nación, a través de la Procuraduría Primera Delegada para la Contratación Estatal y la Sala Disciplinaria, concluyendo que la misma era procedente, por cuanto “(…) había lugar a considerar la solicitud de amparo constitucional pues se esgrimen argumentos fundados a partir de los cuales se cuestiona la validez constitucional del proceso disciplinario adelantado por la Procuraduría General y de las sanciones en ella impuestas:  Se afirma que se tergiversaron los hechos resultantes de las pruebas practicadas, que se imputó responsabilidad objetiva, que en el fallo se incurrió en argumentación anfibológica, que se hizo una inadecuada sustentación de la imputación subjetiva, que se exigieron procedimientos administrativos desproporcionados y exorbitantes, que se vulneró el derecho de igualdad y que se desconoció el término legal de duración de la etapa de indagación preliminar.  Por otra parte, es cierto que las sanciones impuestas al actor con ocasión de la falta disciplinaria de la que fue encontrado responsable restringen el derecho fundamental a participar en el ejercicio del poder público pues en tanto se mantengan vigentes tales sanciones, a aquél no le será posible tomar posesión del cargo de elección popular para el que fue elegido.  Aparte de lo expuesto, esa restricción para el ejercicio de ese derecho plantea un perjuicio irremediable pues es inminente  -al punto que el actor no ha podido tomar posesión del citado cargo-; grave, dado que el derecho que se le restringe tiene profundas implicaciones para el actor y también para la comunidad de que hace parte y por la cual fue elegido y, por último, debe ser objeto de urgente atención para evitar que se consume un daño antijurídico.  Si a todo lo anterior se agrega que la acción ejercida ante la jurisdicción contenciosa, como mecanismo ordinario de protección, no garantiza que el control de la legitimidad del proceso disciplinario se delante de manera oportuna, se impone concluir que debe considerarse la viabilidad del amparo constitucional pretendido”.


� Sobre el tema de la extensión de las causales de procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales al campo de los actos administrativos, la Corte, entre otras providencias, en la Sentencia T-076 de 2011 (M.P. Luis Ernesto Vargas Silva), dijo: “En relación con este segundo aspecto, el precedente sobre la materia ha tendido a hacer uso de las causales de procedencia de la acción de tutela contra decisiones judiciales, puesto que si bien se trata de escenarios diferentes, tales supuestos describen las formas más usuales de afectación del derecho al debido proceso. Por ende, dichas causales de procedencia han servido como instrumento de definición conceptual para los jueces constitucionales, quienes determinan si los defectos que estas describen son comprobados en la actuación administrativa objeto de análisis. Estas causales de afectación del debido proceso se concentran en los siguientes supuestos…”.


� “Artículo 29. Normas de Interpretación: Ninguna disposición de la presente Convención puede ser interpretada en el sentido de: a. permitir a alguno de los Estados partes, grupo o persona, suprimir el goce y ejercicio de los derechos y libertades reconocidos en la Convención o limitarlos en mayor medida que la prevista en ella b. limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o libertad que pueda estar reconocido de acuerdo con las leyes de cualquiera de los Estados partes o de acuerdo con otra convención en que sea parte uno de dichos Estados c. excluir otros derechos y garantías que son inherentes al ser humano o que se derivan de la forma democrática representativa de gobierno, y d. excluir o limitar el efecto que puedan producir la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre y otros actos internacionales de la misma naturaleza”.


� La sentencia fundante sobre la materia es la C-370 de 2006 (M.M.P.P. Manuel José Cepeda Espinosa, Jaime Córdoba Triviño, Rodrigo Escobar Gil, Marco Gerardo Monroy Cabra, Álvaro Tafur Galvis y Clara Inés Vargas Hernández) que ha sido reiterada recientemente en la sentencia C-588 de 2012 (M.P. Mauricio González Cuervo).  


� Sentencia C-370 de 2006 (M.M.P.P. Manuel José Cepeda Espinosa, Jaime Córdoba Triviño, Rodrigo Escobar Gil, Marco Gerardo Monroy Cabra, Álvaro Tafur Galvis y Clara Inés Vargas Hernández).


� Esta postura está recogida en las consideraciones que fundamentan la declaratoria de exequibilidad de la norma acusada en la Sentencia C-028 de 2006 (M.P. Humberto Sierra Porto) –citadas en la demanda- en las que la Sala analizó la posibilidad de declarar la inconstitucionalidad de una norma legal por infracción directa de un tratado internacional, concluyendo que “(…) es claro que el mencionado instrumento internacional forma parte del bloque de constitucionalidad y, por lo tanto, debe ser utilizado como parámetro que guíe el examen de constitucionalidad de las leyes colombianas, pero ello no significa que las normas pertenecientes al bloque adquieran el rango de normas supraconstitucionales. En ese sentido, la confrontación de una ley con un tratado internacional no puede dar lugar a una declaratoria automática de constitucionalidad o inconstitucionalidad, ya que es necesario, a su vez, interpretarla sistemáticamente con el texto de la Constitución”. (Resaltado fuera del texto).


� Precedente que, no sobra advertirlo como lo hizo la Corte Constitucional en la sentencia SU-712 de 2013 (M.P. Jorge Iván Palacio Palacio), no es enteramente aplicable al caso colombiano porque tiene algunas particularidades fácticas y jurídicas muy propias del Estado Venezolano: “mientras que en la Constitución venezolana se requiere “sentencia judicial” para que procedan las inhabilidades, en el caso colombiano la Constitución no lo exige, como sucede con la competencia entregada al Procurador General de la Nación para ejercer la vigilancia superior de la conducta oficial de quienes desempeñen funciones públicas, inclusive las de elección popular (art. 277-6)”. 


� Interpretación que, dicho sea de paso, es errónea y enteramente subjetiva. En efecto, como la Corte Constitucional tuvo oportunidad de señalarlo: “los tratados internacionales no se interpretan de manera aislada sino armónicamente entre sí, con el propósito de ajustarlos a los diversos cambios sociales y a los nuevos desafíos de la comunidad internacional, siguiendo para ello unas reglas hermenéuticas específicas existentes en la materia, las cuales conducen a lograr una comprensión coherente del actual derecho internacional público. Así pues, el artículo 23 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos de 1969, en lo que concierne a las restricciones legales al ejercicio de los derechos políticos, en concreto al acceso a cargos públicos por condenas penales, debe ser interpretado armónicamente con un conjunto de instrumentos internacionales de carácter universal y regional, los cuales, si bien no consagran derechos humanos ni tienen por fin último la defensa de la dignidad humana, sino que tan sólo pretenden articular, mediante la cooperación internacional la actividad de los Estados en pro de la consecución de unos fines legítimos como son, entre otros, la lucha contra la corrupción, permiten, a su vez, ajustar el texto del Pacto de San José de 1969 a los más recientes desafíos de la comunidad internacional”. En ese sentido y con fundamento en una interpretación sistemática con otros tratados ratificados por Colombia como la Convención de la Organización de Estados Americanos contra la corrupción (Preámbulo) así como la Convención de las Naciones Unidas contra la corrupción (art. 8.6), esa Corporación concluyó que “el artículo 23 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, […] no se opone realmente a que los legisladores internos establezcan sanciones disciplinarias que impliquen la suspensión temporal o definitiva del derecho de acceso a cargos públicos, con miras a combatir el fenómeno de la corrupción”. Ver sentencia C-028 de 2006 (M.P. Humberto Sierra Porto), cuyos planteamientos fueron reiterados recientemente en la Sentencia SU-712 de 2013 (M.P. Jorge Iván Palacio Palacio). Adicionalmente, en esta última providencia la Corte Constitucional señaló que la Corte Interamericana en la sentencia López Mendoza v. Venezuela “recordó que todos los órganos que ejerzan funciones de naturaleza materialmente jurisdiccional, sean penales o no, tienen el deber de adoptar decisiones conforme a las garantías del debido proceso. Y a continuación reconoció expresamente que ‘las sanciones administrativas y disciplinarias son, como las penales, una expresión del poder punitivo del Estado y que tienen, en ocasiones, naturaleza similar a la de estas’, de manera que lo que se exige es que en el marco de esas actuaciones se respeten el debido proceso y las garantías que le son inherentes”.  


� Cfr. Sentencia C-631 de 1996 (M.P. Antonio Barrera Carbonell). La inhabilidad como sanción que busca garantizar los principios de la función administrativa como la moralidad y la eficacia (art. 209 constitucional), entre otros, se encuentra prevista en diversas disposiciones constitucionales, de lo cual se deduce que es un elemento central del régimen constitucional actual. Algunas de normas superiores que se refieren a la inhabilidad son las siguientes: arts. 108, 152 (parágrafo transitorio), 179, 181, 183, 253, 264, 265, 279, 293, 299, 303, 304 y 312.     


� Corte Constitucional. Sentencia SU-399 de 2012 (M.P. Humberto Antonio Sierra Porto). La postura sobre la naturaleza y alcance del de la acción constitucional de pérdida de investidura fijada en la citada sentencia fue reiterada en la Sentencia SU-400 de 2012 (M.P. Adriana Guillén Arango).


� A una conclusión similar arribó la Corte Constitucional en la Sentencia SU-712 de 2013 (M.P. Jorge Iván Palacio) en la que se dijo que, de aceptar la tesis según la cual sólo un juez penal puede restringir los derechos políticos, “ni siquiera el propio Consejo de Estado, en el marco de un proceso jurisdiccional de pérdida de investidura, podría restringir el ejercicio de derechos políticos, por cuanto no sería una sanción impuesta por un “juez penal”. Todo ello en abierta contradicción con lo previsto en la Carta Política de 1991, que sí autoriza este tipo de decisiones”.  


� Corte Constitucional, Sentencia C-1061 de 2003 (M.P. Rodrigo Escobar Gil). 


� Corte Constitucional, Sentencia C-417 de 1993 (M.P. José Gregorio Hernández Galindo).


� Corte Constitucional, Sentencia SU-714 de 2013 (M.P. Jorge Iván Palacio Palacio).
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